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diversas actuaciones a su vecino que, en un plazo de 10 días, debía retirar la pintura, haciéndose de oficio por parte 
municipal en caso de incumplimiento. El caso es que la situación, pasado un plazo prudencial, seguía igual.

Se nos indicó que, con fecha 30 de marzo de 2017, se personaron dos trabajadores para eliminar la línea amarilla, lo 
que fue impedido, con insultos a su vecino y a esa alcaldía, por el autor de la pintada amarilla en la calzada, a pesar 
de la presencia de la Policía local en el lugar de los hechos, desistiéndose de los trabajos y procediendo nuevamente 
el infractor a dejar la línea amarilla.

Sorpresivamente, a pesar de la evidente desobediencia al Decreto de la alcaldía, no se nos informaba de que se 
hubiera procedido a ninguna intervención municipal para restaurar la legalidad en este asunto. Tras recordar al 
ayuntamiento diversos preceptos legales afectantes al ejercicio de sus competencias, formulamos Recomendación 
de que, ante los hechos expuestos, siendo evidente que no es posible permitir que sean los particulares en manifiesta 
desobediencia con la alcaldía los que determinen la señalización viaria en la calzada, con carácter urgente se 
realizaran las actuaciones precisas para que la señalización pintada sin autorización en la calzada sea eliminada y 
cese esta irregular situación, incoándose, en caso contrario, al infractor el correspondiente expediente sancionador.

En su respuesta, por parte municipal se nos da cuenta del escrito remitido a la jueza de paz del municipio 
para intentar una solución convencional del problema planteado debido a la avanzada edad de los vecinos y las 
repercusiones de enfrentamiento vecinal que tienen los escritos municipales.

Finalmente, comenzando el año 2019, hemos conocido que el problema ha quedado resuelto.

1.9.2.1.2 Régimen sancionador

Como ya expusimos en nuestra Introducción, nos llegan numerosas quejas, con diversa y compleja casuística, en 
las que se denuncian deficiencias de tramitación en expedientes sancionadores de tráfico, tanto en periodo 
voluntario como ejecutivo, que determinan problemas de vulneración de derechos, indefensión e imposición de 
sanciones no ajustadas a derecho. Por ello, vamos a referirnos en este apartado únicamente a quejas más singulares 
o en las que se haya emitido alguna Resolución. No obstante, ha de precisarse que no son pocos los casos en los 
que, tras nuestra petición de informe, se han reconocido las deficiencias denunciadas y se han anulado las sanciones 
impuestas.

Pues bien, en la queja 18/0491, el reclamante denunciaba la actuación del Ayuntamiento de Bollullos de la Mitación 
por la indefensión en la que, a su juicio, había quedado durante la tramitación de expediente sancionador en materia 
de trafico porque, aunque contra la notificación de la providencia de apremio del expediente ejecutivo iniciado 
y dentro del plazo legalmente establecido, procedió a presentar recurso de reposición, habiendo transcurrido 20 
meses desde su presentación, no había recibido resolución del mismo. Consideraba que tiene derecho a obtener 
resolución motivada de los recursos que presente sin que en este caso exista tal resolución.

Nos llegó respuesta municipal en la que se señalaba que son numerosos los expedientes sancionadores en 
materia de tráfico que se tramitan por lo que, debido a circunstancias incidentales, es posible que se pasen los 
plazos de contestación. Se añadía que estando clara la obligación de la Administración de resolver en todos los 
procedimientos, también existe la figura del silencio, en este caso negativo, para que el ciudadano pueda, si no está 
conforme, acudir a la vía contencioso-administrativa.

Tras recordar la necesidad de observar el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece la obligación de las administraciones de 
resolver expresamente las solicitudes formuladas por los ciudadanos y del artículo 31 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía que garantiza el derecho a una buena administración, comprendiendo el derecho de todos a que 
sus asuntos sean resueltos en un plazo razonable, formulamos al ayuntamiento Recomendación concretada en 
la necesidad de que fuera dictada la resolución motivada que resultara procedente ante el recurso de reposición 
formulado en su día por el reclamante.
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Aunque el ayuntamiento contestó a nuestra Recomendación discrepando de forma argumentada con la misma, 
entendimos que lo argumentado no desvirtuaba en modo alguno nuestra Resolución por lo que, ante la discrepancia 
técnico-jurídica expuesta, hemos procedido a fecha de cierre de este Informe Anual, a la inclusión del expediente 
en este Informe Anual.

En la queja 17/5286, el Ayuntamiento de Sevilla, en informe del departamento de gestión de sanciones, exponía que 
la interesada, al recibir el requerimiento de identificación del conductor, comunicó que se trataba de un ciudadano 
extranjero y facilitó su domicilio en Holanda a efectos de notificaciones, aunque añadía que dicha persona utiliza 
de forma recurrente el vehículo siempre que viene a España por motivos familiares.

Partiendo de ello, se entendió por el ayuntamiento que se trataba de un conductor habitual y que, en consecuencia, 
debería encontrarse registrado en el registro de conductores de la Dirección General de Tráfico, por lo que se 
desestimaron las alegaciones de la afectada. El posterior recurso de la afectada fue desestimado por limitarse a 
repetir la identificación del conductor, lo que ya se consideró extemporáneo.

Por último, se justificaba la sanción argumentando que la interesada no aportó ningún principio de prueba de que 
el ciudadano extranjero se encontrara en Sevilla el día de los hechos y, por tanto, podía haber utilizado su vehículo 
en tal fecha. Por ello, se consideró que la identificación pudiera adolecer de la veracidad exigida legalmente. Sin 
embargo, a nuestro juicio, la afectada sí identificó al conductor responsable de la infracción, indicando su domicilio 
y aportando fotocopia de su carné de conducir.

Sin embargo, el ayuntamiento, sin interesar a la titular prueba alguna añadida sobre dicha identificación y conducción 
del identificado el día de los hechos, afirma en la resolución sancionadora que no se ha dado cumplimiento a la 
obligación de identificar al conductor, lo que a todas luces es incierto al haberlo hecho en la misma forma que se 
exige en otros casos en tiempo y forma. El mero hecho de que el identificado resulte ser y residir en el extranjero 
no permite presumir que la identificación no sea veraz.

En tal sentido, el artículo 11.1. a) de la citada Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial señala que el titular del vehículo debe facilitar a la administración la identificación del conductor del 
vehículo en el momento de cometerse la infracción, añadiendo también que si el conductor no figura inscrito 
en el registro de conductores e infractores, el titular deberá disponer de copia de la autorización administrativa 
que le habilite a conducir en España y facilitarla a la administración cuando le sea requerida. Entendemos que 
la reclamante cumplió estrictamente esta obligación y que, por ello, la sanción impuesta no resulta ajustada 
a derecho.

Creemos que nos encontramos ante una identificación totalmente convincente y que permitía dirigir contra 
el identificado el correspondiente procedimiento sancionador. Tal vez por ello se aduce que nos encontramos 
ante un conductor habitual que debería encontrarse registrado en el registro de conductores de la Dirección 
General de Tráfico. Sin embargo, lo que dispone el artículo 11.2 de la Ley tantas veces citada es que el titular 
del vehículo puede, ni siquiera se exige, comunicar al registro de vehículos la identidad del conductor habitual 
del mismo.

En las sentencias del Tribunal Constitucional 54/2008, de 14 de abril, y 36/2010, de 19 de julio, se mantiene, 
respecto a actuaciones municipales similares a las que es objeto de este expediente de queja, que se puede incurrir 
en vulneración del derecho a la presunción de inocencia (artículo 24.2 C.E.) y a la legalidad sancionadora (artículo 
25.1 C.E.), por cuanto el requisito de que, junto a la identificación del conductor infractor se acredite o pruebe su 
efectiva estancia en el lugar y fecha en la que se cometió la infracción supone una extensión del contenido del 
precepto que ha de reputarse contrario al último principio citado.

Por ello, formulamos Recomendación al Ayuntamiento de Sevilla para que, mediante los trámites legales que 
procedieran, anulara la resolución sancionadora dictada contra la reclamante, retrotrayendo las actuaciones en el 
procedimiento sancionador, teniendo por debidamente identificado al conductor responsable de la infracción y 
dirigiendo contra el mismo, si ello aún es posible, el correspondiente expediente sancionador.
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En respuesta a esta Resolución, se nos remitió nuevo informe del departamento de gestión de sanciones en el que, 
en síntesis, se exponían una serie de consideraciones como el hecho de que ya, con ocasión de otro expediente 
sancionador, la reclamante identificó al mismo ciudadano residente en el extranjero como conductor el día de los 
hechos, con distinta dirección a la del presente caso, reiterándose en que la identificación no se hace de forma 
adecuada, completa e inequívoca, que no se ha aportado un principio mínimo de prueba de que dicha persona 
condujera efectivamente el día de los hechos y la reiteración de la interesada en realizar identificaciones de difícil 
comprobación.

Por ello, descartándose que se haya producido una vulneración del principio de presunción de inocencia, se 
concluía que, en el caso de actuar en el sentido expuesto en nuestra Resolución, se podría estar transmitiendo el 
mensaje de que realizando identificaciones poco convincentes y contradictorias e incluso incompletas, se podrían 
eludir las sanciones que correspondan en función de las infracciones en que se haya incurrido.

Así las cosas, en observancia de nuestra Ley reguladora, dejando constancia de la discrepancia del ayuntamiento 
y de las razones expuestas para no actuar en sentido expuesto en nuestra Resolución, procedimos a dar cuenta de 
todo ello en este informe Anual al Parlamento de Andalucía.

Iniciamos de oficio ante el Ayuntamiento de Sevilla la queja 15/3537 para conocer las actuaciones que se 
hubieran realizado tras denunciarse que agentes de la Policía local habrían podido retirar sin procedimiento 
alguno denuncias de tráfico o eliminado expedientes sancionadores. Nuestra intervención se efectuaba sin entrar 
en aquellos aspectos del asunto que estuvieran sometidos a procedimiento judicial.

Tras recordar diversos preceptos legales, formulamos Recomendación concretada en la necesidad de facilitar 
a esta Institución a la mayor brevedad posible la información que, desde nuestra petición de informe inicial, se 
viene infructuosamente solicitando. Todo ello, por cuanto el respeto a la Ley exige que se establezca un sistema 
de grabación y registro de denuncias que asegure un seguimiento que permita verificar que dichas denuncias son 
tramitadas correctamente y que se hace un seguimiento de ellas hasta la completa terminación del procedimiento 
sancionador. Y, por parte municipal, no se nos había informado de la adopción de medidas adecuadas para 
garantizarlo.

Como quiera que, aludiendo a la judicialización del asunto, el ayuntamiento no se ha pronunciado sobre la 
introducción de mejoras en el procedimiento sancionador que coadyuven a evitar posibles disfuncionalidades, 
damos cuenta de ello en este Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

1.9.2.1.3 Aparcamientos

En este apartado, aunque las quejas son menos numerosas, se han planteado diversas cuestiones de interés, tales 
como la problemática del estacionamiento de autocaravanas en municipios de costa; problemas puntuales graves 
de aparcamiento en localidades turísticas; carencia de zonas de aparcamiento para motocicletas; etcétera.

En este orden de cosas, en la queja 16/1906, la persona reclamante nos exponía que es propietaria de una 
autocaravana, clasificada como vehículo clase M1 por el Código de circulación vigente, indicando que lleva 
estacionando desde 2008 en un descampado existente en La Cala del Moral del municipio del Rincón de la Victoria. 
Afirmaba que, desde hacía dos años, se sentía acosado por la Policía local ya que, sobre todo en verano, se le 
obliga a abandonar los lugares donde se encuentra estacionado y no acampado, pese a no encontrarse allí señales 
prohibitivas.

Tras diversas actuaciones ante el citado ayuntamiento, formulamos Recomendación de que fueran analizadas 
las posibles contradicciones que, según el reclamante, se aprecian entre la normativa de tráfico y la Ordenanza 
Municipal de Autocaravanas y, en caso de reconocer su concurrencia, se adopten las medidas adecuadas para que 
la citada ordenanza se adapte plenamente a la normativa general de ordenación del tráfico. Por el Ayuntamiento 
se nos remitió nuevo informe de la policía local aclarando el objeto de la Ordenanza Municipal de Autocaravanas. 
Se negaba que se incurra en discriminación alguna y se aclaraba que las causas del cambio de señalización en la 
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